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RESUMEN 
Históricamente, la pena capital y su aplicación fue un tema en debate. Por lo 
tanto, todo análisis acerca de la misma, debe rechazar la pena capital por cruel 
e inhumana que es, una opción que deshumaniza; existiendo países que 
todavía la aceptan jurídicamente y la practican por consideraciones que no son 
propias de la época. 
El artículo 140 constitucional resulta incompatible con el resto de nuestro 
ordenamiento constitucional y demás disposiciones penales, que se concretiza 
en la política penitenciaria de rehabilitación, reeducación y reinserción social 
del penado. Así la adecuación del artículo 140 a la Convención Americana 
sobre los Derechos Humanos conlleva que el Estado peruano continúe en 
abierta rebeldía frente al Sistema Interamericano y Protección de los Derechos 
Humanos, violando el principio pacta sunt Servanda y de buena fe. 
Las propuestas de aplicar la pena de muerte en el Perú, no surgen 
apoyado en una reflexión política, moral y sólida. Surge por el populismo 
punitivo, para sacarle réditos políticos, como respuesta a algunos crímenes que 
circunstancialmente escandalizan a la opinión pública o como forma de distraer 
la atención cuando está en cuestión temas contrarios para el gobernante. 
Consideramos que la pena de muerte es una medida desfasada en el 
combate al delito del mundo actual y por ello se han adoptado posturas 
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abolicionistas, tanto en la legislación, como en la práctica. No está demostrado,  
que la cumpla una función de prevención general, o sea de intimidación a los 
potenciales infractores. Si fuera así, ya no existirían delitos. El Perú debe 
mantenerse dentro de las tendencias abolicionistas sobre la aplicación de la 
pena de muerte, lo contrario sería salirse del marco jurídico  internacional al 
cual se ha adherido el Estado peruano. 
Palabras Clave: Controversia jurídica, controversia filosófica, pena de muerte, 
delincuencia. 
v 
 
 
 
 
 
ABSTRACT 
 
Throughout history, the death penalty and its application has been a topic on 
debate. Therefore, any analysis about it should reject the death penalty by cruel 
and inhumane, that it is an option that is dehumanizing; there are countries that 
still legally accept it and practice it for reasons that are n o t  typical of the time. 
The constitutional article 140 is incompatible with the rest of our 
constitutional order and other criminal provisions, which is concretized in the 
prison policy of rehabilitation, re-education and social reintegration of the 
punished. Thus the adaptation of article 140 to the American Convention on 
human rights entails that the Peruvian Government will continue in open 
rebellion against the Inter - American system and protection of human rights, 
violating the principle pacta sunt Servanda and good of the fidelity. 
The proposals to apply the death penalty in Peru, arise not supported in 
a political, moral and solid reflection. It arises by punitive populism, to get 
revenues political response to some crimes that incidentally scandalize public 
opinion or as a way to distract attention when issues contrary to the ruling in 
question. 
We believe that the death penalty is a measure deprecated in the fight 
against the crime of today's world and therefore taken abolitionist positions, both 
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in legislation and in practice. It is not shown, who meets a function of general 
prevention, or intimidation to potential offenders. If so and there would be no 
crimes. The Peru must stay within the abolitionist tendencies on the application 
of the death penalty, the opposite would be out of the international legal 
framework to  which the Peruvian State has acceded. 
Keywords: Legal controversy, philosophical controversy, death penalty, 
delinquency. 
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INTRODUCCIÓN 
La investigación Controversia Jurídica y Filosófica de la Aplicación de la 
Pena de  Muerte para Combatir la  Delincuencia  en el Perú, abarca un tópico 
jurídico que permanece vigente en el debate nacional e internacional. Po eso 
que, tratamos de participar en este estudio académico para sentar nuestra 
posición respecto al tema que se investiga pues, mientras nosotros lo vemos 
como una cuestión de vital importancia para la sociedad, otros lo utilizan por 
conveniencias políticas y subalternas. 
En la historia del Perú y en la época Republicana, la doctrina jurídica 
sobre la pena de muerte ha sido tratada en forma incoherente, unos a favor y 
otros en contra. El abolicionismo y el anti abolicionismo han sido legislados y 
derogados a través de las sucesivas constituciones, códigos y proyectos. La 
mayoría de nuestras constituciones, códigos penales y proyectos han estado 
basados en ideas ya sea conservadora o liberal. La idea conservadora, 
influenciadas por ideas religiosas, políticas, sociales, son de tendencia anti 
abolicionista. Las ideas liberales se caracterizan por la profunda preocupación 
por principios tales como: la libertad del hombre, personalidad, democracia y en 
el aspecto social por búsqueda de la sociedad  ideal  donde los distingos no 
estén sujetos a  status socio - económicos o de privilegios. 
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Actualmente, el tema materia de la presente tesis es multidisciplinario. 
En Perú, el asunto se coloca en debate en la época electoral, se tiende como 
cortina de humo en tiempos de una difícil gestión de una gobernabilidad del país 
o en su defecto para distraer el sentir popular. 
En este entender, el país emprende y apuesta por la pena capital para 
enfrentar la delincuencia en sus manifestaciones de los últimos tiempos; pero 
la Convención Americana de los Derechos Humanos se lo impide 
contundentemente; y, en este drama nos debatimos arraigadamente. 
Es que la efectividad de la pena privativa de la libertad. ¿No está 
funcionado como debe de ser? 
De lo contrario, estamos ante la falencia del sistema penitenciario, lo que 
obviamente no puede ser pretexto para la invocación del retorno o la aplicación 
de la pena de ejecución máxima. 
La cuestión no se reduce, a la sola aplicación de la normativa penal, para 
resolver la manifestación multi-diversa de la delincuencia contemporánea, sino 
resolver esta problemática desde la óptica económico-social. 
Tanto para el delito de traición a la patria, como para el delito de 
terrorismo, a la fecha están previstos la pena capital; pero, ¿se aplica? En el 
momento, la respuesta es negativa; luego, cómo se podría solicitar la misma 
para los delitos comunes, si para los delitos muy especiales ni siquiera se aplica, 
aun estando constitucionalmente previstos. Estamos frente a la sinrazón de la 
sinrazón. 
Además, tal como la Corte Interamericana de los Derechos Humanos 
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indicó en un procedimiento anterior “La convención prohíbe absolutamente la 
extensión de la pena de muerte y que, en consecuencia, no puede el gobierno 
de un Estado parte  aplicar  la pena de muerte a delitos para los cuales no 
estaba contemplada anteriormente en su legislación interna”. 
Ceñidos en la investigación sistemática y científica, el estudio se ha 
elaborado en cuatro capítulos. 
En el capítulo I, el problema de la investigación. Comprendre la 
exposición de la situación problemática. 
En el capítulo II, el marco teórico. Contiene los antecedentes de la 
investigación. 
En el capítulo III, la metodología de la investigación. Se precisa el 
método. 
En el capítulo IV, se exponen los resultados y la discusión. Se interpreta 
y se analiza la pena de muerte. 
En el criterio de la síntesis, se consignan las conclusiones y 
recomendaciones. 
En el epílogo, se nominan las referencias bibliográficas y se adjuntan los 
anexos. 
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CAPÍTULO I 
EL PROBLEMA 
1.1. EXPOSICIÓN DE LA SITUACIÓN PROBLEMÁTICA 
En el contexto de la campaña electoral que se inició en el 2016, el congresista 
Humberto Lay Sun, uno de los precandidatos a la presidencia de la República, 
ha puesto nuevamente en el debate electoral el tema de la pena de muerte. Ha 
señalado que podría ser la única arma eficaz contra el delito y que además no 
es contraria a los principios y valores cristianos. De igual manera el ex 
presidente  Alan  García  hizo lo  mismo durante su mandato para los violadores 
y asesinos. A esta postura se adhirieron los congresistas del Fujimorismo, tales 
como Rolando Reátegui y Fernán Altuve, existen muchos políticos  y 
personalidades  que respaldan la propuesta. 
La aplicación de la pena capital es un acto absolutamente inhumano, no 
se condice con la condición de la civilización del mundo moderno, menos con 
el incesante avance del sistema tecnológico por la que atravesamos en la hora 
presente. 
 
El artículo 4 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de 
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la que el Perú es Estado parte desde el 28 de junio de 1978, prevé: “Toda 
persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará protegido 
por la ley y, en general, a partir del momento de la concepción. Nadie puede ser 
privado de la vida arbitrariamente”. 
Si bien es cierto que según encuestas realizadas en el Perú, más del 
79% están de acuerdo con la pena de muerte, por ejemplo para violadores de 
niñas y otros que atentan contra la existencia humana, la pena capital es una 
medida considerada desfasada  y retrógrada en el combate al delito en los 
últimos tiempos. En esta dinámica, muchos países han adoptado posturas 
abolicionistas tanto en su legislación como en la práctica. Caso el Perú, se tiene 
aún en 57 países todavía la aplican aunque en un número decreciente, 
convencidos por razones prácticas de su inutilidad. En EE UU en mayo del 
2014, Nebraska fue el Estado Nro.19 de una totalidad de 50 en descartar para 
siempre la pena máxima. 
 
      En el cuadro mundial, el año pasado al menos 778 personas fueron 
ejecutadas en 22 países conforme ha denunciado Amnistía Intencional (AI) y la 
mayoría de ellas en naciones con un bajo estándar democrático. Según AI, 
China ejecutó a más congéneres que todo el conjunto de países unidos, y en el 
número de ajusticiamientos l e  sigue en número Irak. En América Latina donde 
a inicios del siglo XX todos los países la aplicaban la pena de muerte, 
actualmente  solamente es vigente en 6 de ellos. 
Esa es la realidad de una pena que el derecho penal moderno y las 
sociedades democráticas  han expulsado o procesan su eliminación aunque en 
algunos países es resucitada en periodos electivos solo porque rinde frutos 
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para captar votos. Está demás decir que en nuestro  país la Constitución la 
contempla para los delitos de terrorismo y traición a la patria en caso de guerra 
exterior1 y desde 1980 no se ha aplicado en ningún caso.2 
      Por otro lado, conviene rescatar los esfuerzos de los Estados por dotarse 
en los últimos años de políticas integrales en materia de incremento de la 
criminalidad y seguridad ciudadana, a través de una regulación de los tipos 
penales, la adecuación de las sentencias, la aprobación de leyes especiales 
para el crimen organizado y lavado de activos y el desarrollo de políticas de 
inteligencia. Esta tendencia debe ser conservada y fortalecida, y al mismo 
tiempo, financiada adecuadamente. Lo otro es adentrarse a políticas populistas, 
que como en el caso de México, han terminado con gruesos fracasos que han 
causado más muerte y sufrimiento. 
        En ese sentido, la investigación jurídica, se abocará a exponer los 
fundamentos jurídicos y filosóficos de carácter penal, de lo irrazonable que 
resultaría volver a discutir, si se aplica o no la pena de muerte en el Perú. Más 
aún, si tenemos en cuenta un impedimento jurídico de carácter internacional, 
que está relacionado con la adhesión a convenios o tratados por parte de 
nuestro Estado; y, lo inconstitucional que resultaría la aplicación de dicha 
medida, bajo la justificación de combatir la delincuencia común, como es el caso 
del sicariato. 
 
                                                           
1Artículo 140°.- La pena de muerte sólo puede aplicarse por el delito de traición a la patria en caso de 
guerra, y el de terrorismo, conforme a las leyes y a los tratados de los que el Perú es parte obligada. 
2 Lo que, a la fecha ha devenido en letra muerta y como un testimonio de una escena oscura de 
nuestro pasado colonial y republicano. 
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1.2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
1.2.1. Problema general 
¿Cuáles son las controversias jurídicas y de orden filosofal para que se 
impida la aplicación de la pena capital para neutralizar  a los 
transgresores de la ley penal  en el Perú? 
1.2.2. Problema específico 
¿La aplicación de la pena de muerte sería una medida eficaz para 
contrarrestar  el incremento de la delincuencia  en el Perú? 
 
1.3. OBJETIVOS 
1.3.1. Objetivo general 
 
Analizar las controversias jurídicas y de orden filosofal para impedir que 
se aplique la pena de capital como medida para neutralizar a los 
transgresores de la ley penal en Perú. 
1.3.2. Objetivo específico 
 
Exponer los fundamentos jurídicos principistas y filosóficos de la 
inconveniencia de la aplicación de la pena de muerte como supuesta 
medida eficaz  para contrarrestar  el incremento de la delincuencia en 
Perú. 
1.4. JUSTIFICACIÓN Y RELEVANCIA JURÍDICA  
 
El nuevo debate sobre si se aplica o no la pena de muerte para determinados 
delitos en el Perú, resulta de particular interés para el Derecho. Por ello, según 
los juristas más reconocidos tanto de nivel nacional como internacional 
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consideran a la pena capital como un acto inhumano  y como antípoda de 
las disposiciones de orden internacional del ramo. 
 Los tratados sobre los derechos humanos y las internacionales en 
general, forman parte del Derecho Nacional, tan conforme lo indica nuestra 
carta política vigente. Todo estudio sobre la aplicabilidad de la máxima pena 
debe ubicarse dentro de estos marcos. 
 
   Ambos sistemas de normas, que tienen su origen en los órganos del 
Estado peruano, y las internacionales, específicamente los tratados respecto 
de las cuales nuestro país ha expresado  su consentimiento  en obligarse  a 
través de la ratificación, adhesión o cualquier otra forma prevista en el tratado 
y se encuentran vigentes. Los cuales fueron firmados, ratificados, adheridos y 
se encuentran plenamente vigentes. 
 La juridicidad a la existencia es un derecho cardinal de todo prójimo, y 
mostrado de acuerdo y ofrecido en los aparejos cosmopolitas y regionales. El 
Artículo 4 de la CADH impide jurídicamente aplicar esta pena. La que indica: 
“Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho está 
protegido por la ley y, en general, a partir del momento de la concepción. Nadie 
puede ser privado de la vida arbitrariamente”. 
 Por tal virtud, la importancia de la presente investigación se recabará al 
análisis de las dos versiones hoy confrontadas en el escenario político y jurídico 
del Perú. A partir de este análisis  el  investigador  planteará su punto de vista. 
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CAPÍTULO II 
EL MARCO TEÓRICO 
2.1.  ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
2.2.  BASES TEÓRICAS 
2.2.1. Concepciones jurídicas de la pena capital 
Algunas definiciones de la ejecución capital: 
“La pena de muerte, es la sanción jurídica capital, la más rigurosa de 
todas, consiste en quitar la vida a un condenado mediante los 
procedimientos y órganos de ejecución establecidos por el orden jurídico 
que la instituye”3. 
Definición de Raúl Carranca Trujillo 
Para Raúl Carranca Trujillo, la pena de muerte viene a ser: “Un 
tratamiento que el Estado impone a un sujeto que ha cometido una 
acción antisocial o que representa una peligrosidad, pudiendo ser o no 
ser un mal para el sujeto”, para Carranca “la pena de muerte es de todas 
suertes un mal que se inflige al delincuente, es un castigo; atiende a la 
                                                           
3 http://www.buenastareas.com/ensayos/Pena-De-Muerte/452937.html 
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moralidad del acto; al igual que el delito, la pena es el resultado de dos 
fuerzas: la física y la moral, ambas subjetivas y objetivas.” 
Definición de Fernando Castellanos Tena 
Afirma que es: “El castigo legalmente impuesto por el Estado al 
delincuente para conservar el orden jurídico”4 
Definición de Constancio Bernaldo Quiroz 
Constituye: “La reacción social jurídicamente organizada contra el 
delito”5. 
Definición de Ignacio Villalobos 
Viene a ser: “Un castigo impuesto por el poder público al delincuente con 
base en la ley, para mantener el orden jurídico”6. 
“Por las definiciones anteriores podremos establecer que los 
autores mencionados estaban de acuerdo en que la pena es un castigo, 
un deterioro mal contra el delincuente. Para estos autores el castigo tiene 
varias causas inmediatas. 
“Constancio Bernaldo Quiroz, no considera a la pena como un 
mal, él lo enfoca de alguna manera dialéctica, pues la considera como la 
antítesis de la conducta y el delito, la cual debe ser legal. 
“Raúl Carranca Trujillo, no considera la pena como un castigo, 
                                                           
CASTELLANOS TENA, Fernando, Lineamientos elementales de derecho penal, ed. 1, Ed. Porrúa,   
México, 1994, P.p. 317- 321 
5 http://tesis.uson.mx/digital/tesis/docs/23006/Capitulo2.pdf 
6Ibíd.  
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sino como una medida de readaptación. De todo lo anterior se puede 
concluir que los autores mencionados consideran la pena bajo dos 
direccionales: como un castigo y como un medio para alcanzar otros 
fines determinados. 
“Conclusión de definiciones. A la conclusión a la que podemos 
llegar, es que el concepto de pena implica el castigar a quien resulte 
penalmente responsable de un ilícito; es la reacción legal que el Estado 
tiene y utiliza contra quien demuestre   ser   un   peligro   para   la   
sociedad;   sociedad   que toma la determinación de eliminar el mal que 
le está afectando. La pena es el medio que responde a la justicia”7. 
 
2.2.2. Proceso de degradación del sistema penal 
Todo el proceso de degradación del sistema penal está relacionado a los 
efectos anulatorios de los derechos individuales y fundamentales de la 
persona humana, como ocurre con la aplicación de la pena de muerte; 
así lo sostiene el jurista nacional Alonso Raúl Peña Cabrera Freire. 
“En efecto, prevenir la comisión de delitos es un objetivo esencial 
en el marco del Estado de Derecho, pero, esta consideración político-
criminal no debe significar la degradación de los derechos 
fundamentales, tal como lo consagra nuestra Ley Constitucional. 
La racionalización del sistema penal importa que los medios de 
reacción jurídico-penal puedan recoger no solo los intereses sociales 
(prevención de la delincuencia), sino también los estrictamente 
                                                           
7 http://tesis.uson.mx/digital/tesis/docs/23006/Capitulo2.pdf 
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individuales. 
Por lo tanto, queda claro que la pervivencia pacífica de la sociedad 
no depende de la eliminación de los congéneres, sino de eliminar las 
exclusiones y las desigualdades, para hacer un  mundo cada vez más 
justo. 
Dicho Así, solo cabe señalar que la pena de muerte no tiene 
efectos preventivos, solo retributivos, se constituye en una venganza 
pública ante un individuo que no puede resistirse a la maquinaria estatal 
exterminadora. 
Positivizar la pena de muerte implicaría no solo reformar el artículo 
140 de la Constitución Política del Estado, pues en definitiva, habría que 
reformar de forma radical el artículo 1, en el sentido, de que la protección 
de la persona y el respeto de su dignidad pueden ser dejados de lado, 
cuando otros intereses estatales se opongan a su realización material, 
esto es, la retribución del delito. 
La dignidad y la equidad deben prevalecer so pena de auspiciar 
la degradación humana. La segunda ejecución, inmediata, da cuenta de 
la finitud biológica, es esta la clase de ejecución que la ley persigue, los 
que la formularon no advirtieron la esencia trágica de la que la antecede. 
Con todo no cabe más que rechazar la pena capital con toda 
energía, su inclusión normativa implicaría degradar aún más nuestro 
Derecho Penal– liberal y garantista- que tanto esfuerzo costó a los 
10 
 
grandes pensadores que nos precedieron en el tiempo”.8 
 
2.2.3. Populismo punitivo o penal 
El populismo punitivo o penal viene a ser la petición de la pena capital 
por parte de los representantes políticos, ejecutivos gubernamentales y 
otros entes corporativos supuestos batalladores contra la delincuencia. 
A este propósito se puede indicar, que la solución a los problemas 
de la inseguridad ciudadana y la proliferación de la delincuencia no es un 
asunto exclusivo de la administración de justicia penal; sino que debe ser 
atacada desde el sistema sociopolítico, es decir, brindar las condiciones 
económicas suficientes para evitar la proliferación masiva de la 
delincuencia. 
A este respecto tenemos las acotaciones siguientes: 
“El populismo punitivo puede definirse como un conjunto de 
medidas legislativas de corte penal que privilegian las demandas 
mayoritarias expresadas por la opinión pública, las víctimas y los 
sectores sociales que se identifican como potenciales víctimas, por sobre 
los límites normativos consagrados en las constituciones liberales. Se 
distingue de otras formas de uso del poder punitivo por adoptar como 
meta el apoyo electoral que se deriva de privilegiar los intereses y 
opiniones de algunos grupos en detrimento de las garantías de quienes 
resultan destinatarios de la aplicación de las penas”9. 
 
 
                                                           
8 En Conclusiones a la Pena de Muerte. Expresión acabada de todo un proceso de degradación 
del sistema penal. 
9 http://www.pensamientopenal.com.ar/system/files/2012/10/doctrina34815.pdf 
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2.2.4. La pena capital en la historia 
Investigar las penas y sus orígenes, equivale a indagar el origen de la 
pena de muerte practicada desde los pueblos primitivos, pues, 
inicialmente la expulsión de una persona del clan o tribu, significaba en 
la práctica la muerte, ya que este era abandonado en medio de grupos 
hostiles que en seguida lo   sacrificaban, o era internado en desoladas y 
peligrosas regiones donde era presa del hambre o las fieras. Explica 
Manzini, acertadamente señala que las razones por las que la sociedad 
primitiva no tenía más pena que esta, diciendo que la muerte del ofensor 
significaba la máxima satisfacción vindicativa de la comunidad ofendida, 
la máxima garantía futura, era también,  una resultante lógica en gentes 
incapaces de las operaciones superiores de clasificación y graduación. 
Por entonces quien ofendía a la comunidad, ofendía necesariamente a 
los espíritus que la protegían, y de allí la necesidad de la muerte del 
culpable para aplacar la cólera divina. 
La pena de muerte, pues comienza siendo pena única y va 
disminuyendo en términos generales con el correr de los siglos, en el 
número y ferocidad de sus aplicaciones, pero se mantiene en todos los 
pueblos y épocas hasta la edad contemporánea. Entonces, debemos 
convenir que la pena capital tiene su origen en la venganza privada. La 
venganza fue desmedida y el ofendido o su familia causaban, sin límite 
alguno, todo el mal posible al agresor o la suya, se incubaban 
resentimientos y venganzas recíprocas interminables que acababan con 
familias enteras, por lo que hizo necesario imponer una limitación a la 
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venganza ejercida sobre individuos sobre la misma tribu. Esta forma 
punitiva, venganza privada, venganza defensiva, como la llama Ferri, ha 
precedido las instituciones penales por muchos siglos, la venganza 
privada evoluciona, pues primero a gentilicia y, luego tribal, para cierta 
especie de delito. 
Surge entonces el Talión, por el que limita la pena, que no puede 
exceder en el mal que cause el delincuente del mal que este había 
ocasionado a su víctima. El talión, que era un gran progreso, ya que 
importaba una limitación al derecho de castigar, que no podía exceder 
materialmente al mal del delito, regia únicamente entre los individuos de 
una misma tribu, dejándose la venganza en su forma primitiva sin valla 
alguna para ser ejercida sobre los miembros de las tribus extrañas, pues, 
por razones de utilidad para el propio grupo, todo exceso de reacción 
vindicativa sobre los miembros de las otras tribus, era motivo de orgullo 
y consideración ante los demás. 
En los pueblos orientales en las primeras épocas históricas fueron 
el centro de la civilización, supervive la venganza privada mitigada con 
el talión y la composición pero, en ellos surge además dando  el tono a 
la justicia punitiva de entonces, una nueva concepción del delito y de la 
pena que señala en la evolución de la represión penal una nueva época, 
conocida con las palabras que componen el concepto que le da vida: la 
venganza divina. Si bien en mayor o menor escala a todos los delitos, se 
aplicaba con dureza y únicamente a los delitos religiosos y cuasi 
religiosos y a los de su majestad que, entonces, se confunden con 
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aquellos. La venganza privada, la composición y, principalmente, el talión 
que superviven de épocas más remotas, quedan reducidos en su 
aplicación al marco de ciertos delitos privados. El nacimiento de la 
venganza divina supone paralelamente un poder central 
extraordinariamente fuerte y consolidado. Lo que no podía ser de otra 
manera que colocando al jefe del Estado por sobre los hombres junto a 
los dioses, descendiendo de ellos y designado por ellos para el gobierno 
de los mortales. 
 
2.2.4.1. La ejecución máxima en el Perú  precolombino 
En la época precolombina de nuestro país, nos referimos a dos etapas 
de su desarrollo histórico: La etapa pre inca e incaico. Y precisamente 
son estas etapas históricas, las más difíciles de rastrear. En todo caso 
es tan solo de los incas de quienes quedan por razón de su mayor 
aproximación histórica testimonios escritos. Así pues, en el periodo 
incaico solamente nos podemos valer de fuentes indirectas: Literatura 
histórica jurídica española, extranjera y documentos no jurídicos de valor 
complementario en otras palabras nos valemos de los testimonios y 
estudios de cronistas, historiadores, juristas, militares, eclesiásticos y 
otros entre las características del derecho inca, se pueden mencionar los 
siguientes: 
 Mezcla de creencias mágicas. 
 
 Existencia de sanción objetiva. 
 
 Predomino del penal sobre civil. 
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 Carácter intimidatorio de la penalidad. 
 
 Búsqueda de la culpa subjetiva o psicológica. 
 
 Concepto de reincidencia. 
 
 Penalidad procesal analítica (se considera a los elementos del 
delito: no se castiga el robo que fue por necesidad). 
 Existía el concepto de complicidad y encubrimiento. 
 
 Era extraordinariamente severo. 
 
 
 
   La más digna forma de la pena capital era la decapitación, se 
ejecutaba cuando el delincuente era noble. Cuando no era así se usaba 
la horca, hoguera y a veces la seguía la incineración de cadáver. Raros 
eran los casos de descuartizamiento (traición, militar, asesinato de una 
persona de sangre real, asesinato de parientes próximos). El 
emparedamiento seguía el delito de las vírgenes del sol. Además existía: 
 
 Despeñamiento por incesto e infanticidio. 
 
 Apedreamiento alternando con la horda. 
 
  La  clase  más  infame  de  muerte era el arrastramiento 
impuesto por asesinato y coito con vírgenes del sol. 
 Flechamiento (raro) por asesinato y traición. 
 Tormento (entrega del reo a animales feroces; perjurio del 
sacerdote: o al borracho consuetudinario, pisándole el vientre). 
 
Las mujeres que eran públicamente malas, les castigaban con 
rigor, y si perseveraban tenían la pena de muerte. El que mataba a 
traición, era luego condenado a muerte  aunque fuese persona principal. 
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Si la mujer mataba a su marido, lo colgaban con los pies hacia arriba 
hasta que moría.  El que era desobediente a su cacique le castigaban de 
los pies y se perseveraba en ello le atormentaban y desterraban o le 
condenaban a muerte. Al cómplice le castigaban públicamente en 
presencia de mucha gente y si perseveraban le mataban. 
 
2.2.4.2. La pena de muerte en la colonia y la santa inquisición 
Muchos creen que la pena de muerte en el virreinato se circunscribía a 
la inquisición. La inquisición viene a ser un tribunal eclesiástico especial 
establecido en la edad media para juzgar los delitos de herejía. Este 
tribunal como su nombre lo indica, fue un conjunto de jueces ante el cual 
se realizaba procesos, exámenes, sentencias y se aplicaba la pena de 
muerte en algunas circunstancias. La inquisición fue producto del hondo 
sentimiento cristiano del siglo XIII, pero la ocasión de establecerla la 
dieron la herejía de los catarros, valdenses y Albigenes, cuyas prácticas 
se consideraban una amenaza contra los Estados cristianos. La 
autoridad civil fue lo que inicio  la persecución violenta de los herejes 
además, el procesado debía haber recibido el bautismo; por consiguiente 
el infiel o judío Mahometano que no hubiera abandonado su ley inicial, 
quedaba fuera de la acción inquisitorial, así como los indígenas del nuevo 
mundo. 
El derecho penal canónico adquirió considerable importancia 
durante los papados de Gregorio VII, Alejandro III, e Inocencio III. La  
iglesia  con su pérdida de fraternidad y redención ejerció gran influencia 
en el desarrollo de la legislación punitiva. Pero lo cierto es que la iglesia 
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actualizó la vigencia de la venganza divina, de las formas crueles, 
sanguinarias, atroces de la  aplicación de la pena. En el siglo XII se 
opera un cambio trascendental en el procedimiento; se remplaza el 
acusatorio por el inquisitivo. El Papa Bonifacio VIII inicia una campaña 
de exterminio contra la herejía autorizando a los jueces en los procesos 
de esta índole, a recibir en secreto las declaraciones de los testigos, 
silenciando sus nombres al acusado para evitarles toda molestia, 
facilitando la acusación, desaparece el proceso público. El Juez es 
enemigo del reo, de un infeliz agobiado por el peso de las cadenas, con 
los disgustos, con el temor de los suplicios con la espantosa idea de la 
última y más terrible desgracia. No busca el juez la verdad sino el delito 
en la persona del acusado y prepara lazos en que se enreda su 
inocencia. A la pena de muerte se le acumula otras sanciones de origen 
económico, así como las multas y las confiscaciones que van a constituir 
el patrimonio del príncipe y del clero. Estas medidas en la edad media 
tenían carácter de ordinarias, el propósito que tenía era causar a la 
víctima los mayores sufrimientos posibles antes que sobreviniera el 
deceso. La simple ejecución de la pena se consideraba que era una 
medida excesivamente benigna. La iglesia esgrimía como una de las más 
poderosas armas para imponer la fe, la pena de muerte, pero a fin de 
permanecer inmaculada, repudiaba al individuo que la materializaba. 
 
 
 
 
 
 
 
17 
 
2.2.5. Modalidades de ejecución de la pena capital 
2.2.5.1. La crucifixión 
Es una de las penas más antiguas y precede con toda probabilidad a la 
de ahorcamiento. La crucifixión evita la causación directa de la muerte. 
No se derrama sangre. Lo único que sucede es que se deja libre curso a 
las fuerzas letales de la naturaleza, tras impedir, valiéndose de medios 
mecánicos para escapar de ellas. Usaron la pena de crucifixión asirios, 
egipcios, persas, griegos, cartaginenses y romanos. En Roma era la pena 
de los esclavos y rebeldes. La forma más sencilla era un poste de 
madera, el mismo que conocemos el rito védico y también a menudo un 
árbol al que ataban o clavaban. Más tarde hubo formas artificiosas. 
 
2.2.5.2. La lapidación 
En los orígenes Hebreos  de Lewis se señala  que la primera operación 
que se efectuaba para ejecutar esta sentencia de muerte era arrojar al 
reo en forma violenta contra el suelo, luego era un testigo de su delito, el 
que dejaba caer una gran piedra sobre su pecho, que en algunos casos 
acababa con él .Si no era así, todos los demás testigos y espectadores 
empezaban a apedrear, con pequeñas piedras, siempre furiosamente. 
También existen indicios de que esta ceremonia se efectuaba después 
de obligar al condenado a arrodillarse en el centro de un círculo formado 
por hombres y mujeres del que empezaban a lanzarse piedras después 
de que uno de los testigos  había lanzado la primera piedra. 
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2.2.5.3. El ahorcamiento 
La horca es uno de los instrumentos de ejecución de la  pena capital más 
usado en el mundo entero, debido a la facilidad elemental de su 
aplicación, a la vez de su carácter exhibicionista. Los alemanes 
ahorcaban a sus evadidos y perjuros cuando lo cogían, colgándolos en 
el árbol por el cuello. Tal vez ellos fueron los que irradiaron el patíbulo 
por indivisible Europa, convirtiendo en emblema usual de la ecuanimidad 
en diversos reinos del medioevo. 
 
2.2.5.4. La decapitación 
La decapitación se diferencia del colgar, quemar, ahorcar y enterrar vivo, 
porque no se limita a liberar las fuerzas de la naturaleza a las que queda 
entregado el pobre pecador, sino que para matar aplicaba instrumentos 
fabricados  por la mano humana. 
Así tenemos que en China ser decapitado era mucho más 
humillante que ser ahorcado, así tenemos por ejemplo que Carlos I de 
Inglaterra, María Estuardo, Ana Bolena, Sir Walter Taleigh y otros 
muchos nobles fueron gallardamente decapitados en occidente para no 
tener que sufrirla degradación de la horca; muchos reos de muerte 
Chinos fueron decapitados, en cambio, para que sufrieran la máxima 
degradación en que puede acabar un ser humano; esta consiste en 
separar del cuerpo su parte más noble e importante: la cabeza. La 
revolución Francesa tomo a la guillotina para nivelar la diferencia clásica 
de las penas, la horca  proletaria y la aristocrática espada y para efectuar 
sin esfuerzo ejecuciones en masa “Era la revolución industrial en el 
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ámbito de la pena de muerte”. 
 
2.2.5.5. El enterramiento en vida 
Este género es la muerte terrible a que se condena por medio del sistema 
de enterramiento en vida, por ejemplo abrir una fosa arrojar en ella al 
que se quiera quitar la vida y arrojarlo vivo puesto que además se trata 
de hacerlo desaparecer expeditivamente sin privarlo de mayor 
sufrimiento posible llenar de nuevo el agujero con tierra y cubrirlo con 
una losa son operaciones elementales que en verdad se le pueden 
ocurrir a cualquiera y así deben haber sido, en efecto porque los pueblos 
más primitivos castigaban de ese modo  a sus delincuentes. 
 
2.2.5.6. El despeñamiento 
Es la muerte por precipitación desde una gran altura o  en  un profundo 
abismo. El despeñamiento es bien conocido en todos los países 
mediterráneos: Grecia, Roma, España y se encuentra además en 
Alemania – sobre todo en Baviera- en las costas occidentales francesas, 
en Inglaterra, en Islandia, etc. Es frecuente la combinación de rocas y 
costas marítimas. En España el despeñamiento fue desde tiempos 
remotos la pena de muerte principal. 
 
2.2.5.7. El fusilamiento 
Se lleva acabo colocando al reo parado ostentado, con los ojos fajados 
o no,  amarrado o libre de frente o de dorsos a una escuadra de milicias 
que generalmente son de ocho a dieciséis provistos de arma de fuego 
largas obedeciendo las voces de mando de un oficial descargan las 
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mismas, desde una distancia aproximada de diez metros, sobre el pecho 
o la espalda de la víctima, tratando en el primer caso de herir el corazón. 
A fin de que los soldados no sepan si han herido o no al condenado la 
mitad de las armas están cargadas con pólvora sola. Efectuada la 
descarga, el oficial que comanda el pelotón, generalmente se acerca al 
herido y le da “el tiro de gracia”, a boca de jarro o quemarropa en la 
cabeza del fusilado. 
 
2.2.5.8. La cámara de gas 
Se efectúa en un aposento impenetrablemente lacrado para que no se 
fieltre el elemento químico. Hay camas de gas en forma geométrica 
diferentes pueden ser, redondas, cuadradas, octagonales, etc. Dentro de 
esta cámara se coloca una o más sillas, donde se sientan los reos 
fuertemente ligados con correas de cuero ya sí han de aspirar la mezcla  
especial de gas que ha de matarlos en menos de un minuto según los 
cálculos y los deseos de los verdugos por cierto, casi nunca se cumplen. 
La cámara blindada da a la parte en que se encuentran los testigos y 
periodistas por medio de gruesos y transparentes  cristales para que las 
personas puedan verse mutuamente. 
Desde 1924 la cámara de gas empezó a sustituir a la vieja horca 
como métodos más humanos y efectivo logró ocupar nada menos que 
doce estados norteamericanos: Arizona, California, Colorado, Maryland, 
Missisipi, Missouri, Nevada, Nuevo México, Carolina del Norte, 
Oklahoma, Oregón y Wyoming. 
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Nevada fue el primer estado en adoptar el gas, California el estado 
en que se encuentra la más triste célebre cámara de gas de la cárcel de 
San Quintín, depuso el tablado al acoger dicha técnica en 1937, el año en 
que Lituania ensayó el gas sin éxito y que por cierto el único país Europeo  
que lo hizo. 
 
2.2.5.9. La silla eléctrica 
La silla eléctrica tiene la forma de una butaca, tiene en cada brazo una 
correa para sujetar las muñecas del reo, otra en el respaldo a la altura 
del pecho, igualmente otras dos en la parte inferior de las patas 
delanteras, todas ellas tienen el fin de sujetar el cuerpo, las manos y 
piernas del reo. Al electrocutar se destruye y se quema órganos nobles 
y otros del organismo; cuando se conecta la electricidad, el cuerpo del 
preso normalmente se lanza hacia adelante contra las correas de 
seguridad, el cuerpo cambia de color, la carne se hincha e incluso puede 
empezar a arder, pudiendo el preso defecar, orinar  o vomitar sangre. 
El tiempo antes que se produzca la muerte varía de acuerdo con 
el individuo. Unos tienen una resistencia fisiológica mayor de otros. Se 
dice que ninguna persona ejecutada por medio de la electrocución muera 
instantáneamente no importa cuán débil la persona pueda ser. En ciertos 
casos no se habría producido señales claras de quemadura. Por tanto, 
casos especiales, el preso puede estar vivo incluso consiente durante 
varios minutos sin que un médico pueda determinar si la persona está 
viva o no. El empleo de la electricidad para la ejecución de criminales fue 
sancionada por vez  primera en el  año 1890  en la urbe de Auburn,  
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Búffalo, Estado de New York, en persona de Ernesto Chapeleau, 
Francés nacionalizado norteamericano en la prisión de Sing Sing. Lo que 
ocurrió no se sabe a ciencia cierta, pues por alguna falla mecánica o una 
deficiencia técnica la  silla funcionó correctamente y Chapeleau emergió 
de allá con chamusquinas  de tercer grado, sino diligente. 
 
2.2.5.10. La inyección letal 
La inyección letal (de verano), adoptada por primera vez en Oklahoma y 
Texas (EE.UU, 1877). La ejecución mediante este sistema consiste en 
el suministro por ruta intravenosa de una porción mortal de un soporífero 
de gestión fulminante en mezcla con un agente sintético paralizante. Al 
respecto varios médicos han manifestado que las drogas podrían no 
actuar  en  forma  efectiva en casos de personas diabéticas o que 
hubieran usado drogas anteriormente, en los cuales sería difícil 
encontrar las venas. De acuerdo a testimonios presentados por médicos 
especialistas, podría ser necesario incluso realizar una operación 
quirúrgica a fin de encontrar una vena más profunda. Existe también el 
riesgo si el preso opone resistencia o es difícil de encontrar la vena, de 
que  la sustancia penetre  a una arteria  o en los tejidos   musculares y 
según opinión de los médicos puede ser extremadamente doloroso. 
 
2.2.6. La ejecución capital y sus teorías 
En la ejecución capital tenemos la teoría aplicacionista y la teoría 
abolicionista. 
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2.2.6.1. La pena de muerte y la teoría aplicacionista 
Esta corriente considera que quien quita la vida a otra persona con 
premeditación, con entera libertad y en completo conocimiento, merece 
que se le prive de un derecho y se le produzca un daño equivalente o 
padecimiento análogo. Lo más importante es que cuando el crimen no 
es castigado debidamente va a producirse otros más feroces que 
después se lamentaría, por ello es que se tiene que recurrir nuevamente 
al pueblo que, en su sabiduría milenaria  nos dice “guerra avisada  no 
mata gente”. 
Los anti abolicionistas creen que es necesaria la aplicación de la 
pena de muerte  por las siguientes razones: 
  Sostienen que la pena de muerte se debe aplicar por la existencia 
inmemorial de esta medida, puesto que no ha habido legislación en el 
mundo que no haya conocido y aplicado dicha pena. 
 
  La pena capital es un aparejo de tutela benéfica y al propio lapso, 
viene a ser un utensilio de sanción decente, y el amor que se tiene a la 
vida mediante el instinto de conservación y los temores de ultratumba 
hace posible que el delincuente no vuelva a cometer delitos. 
 
  La pena de muerte, es una necesidad política, ya que con ella se 
protege no solo a la sociedad, sino además al orden político u orden 
social. Es un derecho que posee el Estado de defenderse ante las 
arremetidas de los delincuentes; y por ello tiene la facultad de privar de 
un derecho y se le produzca un daño o padecimiento equivalente al que 
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le quita la vida a otro con entera libertad y completo conocimiento. 
 
  La pena de muerte trae consigo la aplicación y la afirmación de 
que para los delitos más graves la pena capital es la única justa o la única 
capaz de borrar un delito imperdonable y, las penas  de sustitución que 
se aplican como los trabajos forzados. Es el único medio de eliminación 
del delincuente por cuanto constituye una necesidad en momentos en 
que el orden público está en peligro debido a ciertas formas peligrosas 
del delincuente. 
  La pena de muerte es necesario por cuanto es imposible 
encontrar pena de sustitución. La pena de encarcelamiento de largo 
tiempo o indeterminada, según Cuello Calón, es normalmente 
insuficiente y se encuentra falseado por la práctica de las liberaciones 
anticipadas y, la prisión perpetua  no deja ninguna esperanza  al 
delincuente, no lo mueve el arrepentimiento, como lo hace la amenaza 
inminente del castigo supremo. 
  La pena de muerte puede garantizar los bienes jurídicos 
protegidos, es decir, no únicamente se protege la vida humana o ciertos 
valores morales sino también los bienes sociales, y los bienes 
económicos. Además si se suprime la pena c a p i t a l  los sentenciados 
a la cadena perpetua nada de significativo producirán, además traen un 
daño positivo, una carga en el gravamen de sostenerlos y vigilarlos. 
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2.2.6.2. La pena de muerte y la teoria abolicionista 
 
Muchas investigaciones  se  han llevado a cabo con el afán de  
argumentar para  abolir  la  pena capital.  Tantos  legisladores como los 
sentenciados a muerte han opinado sobre la ineficiencia de tal medida. 
Ergo: Caryl Chessman en su obra “celda 2455, pabellón de la muerte” dice 
que la sociedad puede revolcarse en la sangre del criminal y sacar con ella 
su venganza; sin embargo existirá el crimen. Aún entonces habrá criminales 
.E. Ahrens sostiene que el Estado no tiene poder sobre la vida que el 
hombre recibe inmediatamente de Dios, es decir que el hombre recibe  de 
Dios la vida, la libertad, la capacidad de adquirir y todos los demás derechos 
que le son propios, entonces el Estado no debe quitarles la vida ni la libertad 
ni mucho menos imponerles penas pecuniarias. Francisco Carrara que es 
enemigo del cadalso, sostiene que la pena de muerte es inútil porque es 
inmoral e injusta y como tal no es querida por Dios y no viene a ser  fuente 
de bien  de rectitud  y de justicia. 
        Los abolicionistas sostienen que el castigo no es el único medio de 
combatir el crimen porque no acaba el mal desde la raíz, sino que las 
combate desde un Angulo aislado, cortando sus ramas y dejando sus 
raíces y el tronco clavado en la tierra. Aquí tiene razón pero además aducen 
que el freno eficaz contra el delito, no es el terrible y sugestivo espectáculo 
de la muerte de un criminal, sino el prolongado y menos ejemplo privado 
de la vida, el cual, hecho bestia de carga recompensa con sus fatigas a la 
sociedad injuriada. Esta teoría es tan inocente como pueril. Sostienen 
también que la función del Derecho respecto a los criminales es la de 
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recuperar lo que en política social ha de hacer por ellos. 
 
2.2.7. Derecho internacional y la pena capital 
El Derecho internacional aspira a limitar su diligencia, somete su imposición 
a indiscutibles defendías mínimas, y alienta a los países a su cancelación. 
Entre las normas internacionales que regulan  la pena de muerte tenemos: 
Pacto Internación de Derechos Civiles y Políticos de 19 de diciembre 
de1966. 
      Su artículo 6,2, señala:  
      “En los países en que no hayan abolido la pena capital sólo podrá 
imponerse la pena de muerte por los más graves delitos y de conformidad 
con leyes que estén en vigor en el momento de cometerse el delito y que 
no sean contrarias a las disposiciones del presente Pacto ni a la 
Convención para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio. Esta 
pena sólo podrá imponerse en cumplimiento de sentencia definitiva de un 
tribunal competente”10. 
Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, Destinado a Abolir la Pena de Muerte, Aprobado y 
Proclamado por la Asamblea General en su Resolución 44/128, 15 de 
Diciembre de 1989.11 En sus preceptos respectivos dispone: 
“Artículo 1 
1. No se ejecutará a ninguna persona sometida a la jurisdicción de un 
Estado Parte en el presente Protocolo.  
                                                           
10 http://www.conapred.org.mx/leyes/PIDCP.pdf 
11http://www.aprodeh.org.pe/documentos/marco-normativo/legal/Segundo-Protocolo-
Facultativo-          del-Pacto-Internacional-de-Derechos-Civiles-y-Politicos.pdf 
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2. Cada uno de los Estados Partes adoptará todas las medidas 
necesarias para abolir la pena de muerte en su jurisdicción”12. 
Convención Sobre los Derechos del Niño (A.G. res. 44/25, anexo, 44 
U.N. GAOR Supp. (No. 49) p. 167, ONU Doc. A/44/49 (1989), entrada en 
vigor 2 de septiembre de 1990)13 
En su dispositivo pertinente ordena: 
Artículo 37 
Los Estados Partes velarán por que:  
Ningún niño sea sometido a torturas ni a otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes. No se impondrá la pena capital ni la de prisión 
perpetua sin posibilidad de excarcelación por delitos cometidos por 
menores de 18 años de edad”14. 
Salvaguardias para Garantizar la Protección de los Derechos de los 
Condenados a la Pena de Muerte Adopción: Consejo Económico y 
Social de la ONU Resolución 1984/50, 25 de mayo de 198415 
“1. En los países que no la hayan abolido, la pena de muerte sólo podrá 
imponerse como sanción para los delitos más graves, entendiéndose 
que su alcance se limitará a los delitos intencionales que tengan 
consecuencias fatales u otras consecuencias extremadamente graves.  
2. La pena capital sólo podrá imponerse por un delito para el que la ley 
estipulara la pena de muerte en el momento en que fue cometido, 
quedando entendido que sí, con posterioridad a la comisión del delito, la 
                                                           
12 Ibíd.  
13 http://www.unesco.org/education/nfsunesco/pdf/Child_s.pdf 
14 Ibíd. 
15 http://www.ordenjuridico.gob.mx/TratInt/Derechos%20Humanos/OTROS%2024.pdf 
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ley estableciera una pena menor, el delincuente se beneficiará del 
cambio.  
3. No serán condenados a muerte los menores de 18 años en el 
momento de cometer el delito, ni se ejecutará la sentencia de muerte en 
el caso de mujeres embarazadas o que hayan dado a luz recientemente, 
ni cuando se trate de personas que hayan perdido la razón.  
4. Sólo se podrá imponer la pena capital cuando la culpabilidad del 
acusado se base en pruebas claras y convincentes, sin que quepa la 
posibilidad de una explicación diferente de los hechos.  
5. Sólo podrá ejecutarse la pena capital de conformidad con una 
sentencia definitiva dictada por un tribunal competente, tras un proceso 
jurídico que ofrezca todas las garantías posibles para asegurar un juicio 
justo, equiparables como mínimo a las que figuran en el artículo 14 del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, incluido el derecho 
de todo sospechoso o acusado de un delito sancionable con la pena 
capital a la asistencia letrada adecuada en todas las etapas del proceso.  
6. Toda persona condenada a muerte tendrá derecho a apelar ante un 
tribunal de jurisdicción superior, y deberán tomarse medidas para 
garantizar que esas apelaciones sean obligatorias.  
7. Toda persona condenada a muerte tendrá derecho a solicitar el indulto 
o la conmutación de la pena; en todos los casos de pena capital se podrá 
conceder el indulto o la conmutación de la pena.  
8. No se ejecutará la pena capital mientras estén pendientes algún 
procedimiento de apelación u otros procedimientos de recurso o 
relacionados con el indulto o la conmutación de la pena.  
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9. Cuando se aplique la pena capital, su ejecución se hará de forma que 
se cause el menor sufrimiento posible”16. 
 
Protocolo N° 6 al Convenio para la Protección de los Derechos 
Humanos y de las Libertades Fundamentales relativo a la abolición 
de la pena de muerte, Estrasburgo, 28.IV.198317 
 LOS ESTADOS MIEMBROS DEL CONSEJO DE EUROPA, signatarios 
del presente Protocolo al Convenio para la Protección de los Derechos 
Humanos y de las Libertades Fundamentales, firmado en Roma el 4 de 
noviembre de 1950 (denominado en adelante "el Convenio"), 
Considerando que los avances realizados en varios Estados miembros 
del Consejo de Europa expresan una tendencia general en favor de la 
abolición de la pena de muerte, Han convenido lo siguiente:  
“Artículo 1  
Abolición de la pena de muerte  
Queda abolida la pena de muerte. Nadie podrá ser condenado a tal pena 
ni ejecutado.  
Artículo 2  
Pena de muerte en tiempo de guerra  
Un Estado podrá prever en su legislación la pena de muerte para aquellos 
actos cometidos en tiempo de guerra o de peligro inminente de guerra; 
dicha pena solamente se aplicará en los casos previstos por dicha 
legislación y con arreglo a lo dispuesto en la misma. Dicho Estado 
comunicará al Secretario General del Consejo de Europa las 
                                                           
16 Ibíd. 
17 http://www.acnur.org/t3/fileadmin/Documentos/BDL/2002/1251.pdf?view=1 
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disposiciones correspondientes de la legislación en cuestión”18. 
Protocolo N° 13 al Convenio para la Protección de los Derechos 
Humanos y de las Libertades Fundamentales relativo a la abolición 
de la pena de muerte en cualquier circunstancia 
 Vilnius, 03.V.200219 
“ARTÍCULO 1  
Abolición de la pena de muerte  
Queda abolida la pena de muerte. Nadie podrá ser condenado a tal pena 
ni ejecutado.  
ARTÍCULO 2  
Prohibición de derogaciones  
No se autorizará derogación alguna a lo dispuesto en el presente 
Protocolo en aplicación del artículo 15 de Convenio”20. 
 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San 
José de Costa Rica)21 
Disposición regional que ordena lo siguiente: 
“Artículo 4. Derecho a la vida  
1. Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho 
estará protegido por la ley y, en general, a partir del momento de la 
concepción. Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente.  
2. En los países que no han abolido la pena de muerte, ésta sólo podrá 
                                                           
18 Ibíd. 
19 http://www.echr.coe.int/Documents/Convention_SPA.pdf 
20 Ibíd. 
21 Organización de los Estados Americanos Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
(2016) 1a ed., Ciudad Autónoma de Buenos Aires: Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 
de la Nación. Secretaría de Derechos Humanos y Pluralismo Cultural.  
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imponerse por los delitos más graves, en cumplimiento de sentencia 
ejecutoriada de tribunal competente y de conformidad con una ley que 
establezca tal pena, dictada con anterioridad a la comisión del delito. 
Tampoco se extenderá su aplicación a delitos a los cuales no se la aplique 
actualmente.  
3. No se restablecerá la pena de muerte en los Estados que la han 
abolido.  
4. En ningún caso se puede aplicar la pena de muerte por delitos políticos 
ni comunes conexos con los políticos.  
5. No se impondrá la pena de muerte a personas que, en el momento de 
la comisión del delito, tuvieren menos de dieciocho años de edad o más 
de setenta, ni se le aplicará a las mujeres en estado de gravidez.  
6. Toda persona condenada a muerte tiene derecho a solicitar la amnistía, 
el indulto o la conmutación de la pena, los cuales podrán ser concedidos 
en todos los casos. No se puede aplicar la pena de muerte mientras la 
solicitud esté pendiente de decisión ante autoridad competente”22. 
 La Corte Interamericana de los Derechos Humanos, ha determinado en:23 
“Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de junio de 2002 
168. En el presente Caso, todos los detenidos se encuentran bajo una 
constante amenaza de que en cualquier momento pueden ser llevados a 
la horca como consecuencia de una legislación y proceso judicial 
contrarios a la Convención Americana. Según el informe presentado por 
                                                           
22 Ibíd. 
23 http://www.corteidh.or.cr/sitios/libros/todos/docs/penamuerte2.pdf 
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la perito Gaietry Pargass, el procedimiento previo a la muerte en la horca 
de los sentenciados por el delito de homicidio intencional aterroriza a los 
prisioneros y los deprime, varios no pueden dormir debido a que sufren 
pesadillas y menos aún comer […].  
169. La Corte, luego de apreciar la prueba pericial aportada al respecto 
considera que las condiciones de detención en que han vivido y viven las 
víctimas de este caso […] constituyen tratos crueles, inhumanos o 
degradantes ya que éstas se encuentran viviendo en situaciones que 
afectan su integridad física y psíquica”. 
 
La pena capital en los tribunales penales internacionales 
Los Tribunales Internacionales de Núremberg y el de Tokio utilizaron la 
pena del Cadalso contra los criminales de guerra, derivados de la 
Segunda Conflagración Universal. 
  “¿Qué pena puede imponer la CPI de Roma? ¿Puede imponer la 
pena de muerte? La Corte Penal Internacional no puede imponer la pena 
de muerte. La Corte puede imponer períodos de encarcelamiento muy 
prolongado, de hasta 30 años, o la cadena perpetua cuando se justifica 
por la gravedad del caso. La Corte puede, además, imponer multas, 
decomisos, entre otras medidas”24. 
  En los Tribunales de Yugoslavia y de Ruanda, si impusieron el 
Castigo Capital. 
 
 
 
                                                           
24. http://www.iccnow.org/documents/CICC_PreguntasyRespuestas_CPI_jul2012_SP.pdf 
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2.2.8. Reflexiones filosóficas sobre la pena de muerte 
2.2.8.1. El factor sistémico 
La pena capital es un asunto multidisplinario. Unos países abogan por el 
abolicionismo; mientras otros se muestran aplicacionistas del mismo, y 
en consecuencia conservadores. 
En el país, el populismo punitivo, resurge por temporadas, unos 
lo hacen para recobrar vigencia política, otros lo generan de la muerte 
un lobby, lo cual no es equiparable con la condición de las personas y 
poblaciones. Otros forjan de su populismo una cortina de humo para 
divertir a la ciudadanía. 
A este respecto es interesante la opinión del Profesor Inglés Lord 
Gardiner. 
“Soy abolicionista porque años de estudios no me han convencido 
de la utilidad o eficacia de la retención de la pena de muerte como castigo 
intimidatorio. Cuando alguien me ofrezca un argumento racional, basado 
en claras evidencias, en el sentido de que esta pena tiene más valor 
preventivo que otras medidas, yo estaré convencido de la necesidad 
para un cambio en mi punto de vista. Como filosofía penológica la idea 
de la higiene social no me atrae; temo que tal vez las opiniones de mis 
dirigentes no coincidan con las mías y entonces me encontraría en medio 
de un proceso de limpieza no tanto a mi gusto. Reconozco, francamente, 
que la cuestión es sólo parte de un tema más grande que toca a los 
fundamentos del sistema entero de castigos. Sin embargo, para mí 
cualquier forma que tal sistema futuro y utópico tenga, la pena de muerte 
no encontrará ningún sitio dentro de su estructura. Y así continúa la 
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cruzada. Hay países que retienen la pena de muerte y, generalmente, 
estos países creen que la severidad de la pena se refleja en la 
disminución de los delitos. Las estadísticas y estudios serios pronostican 
un desengaño en cuanto a estas esperanzas. Ni siquiera en Inglaterra la 
victoria de los abolicionistas es tan segura que pueda poner a salvo las 
armas. Recientemente en Inglaterra hubo un juicio sensacional contra 
una pareja de jóvenes a quienes se han llamado "los amantes 
diabólicos". Tan espantosos fueron sus crímenes que produjeron como 
reacción una fuerte demanda para la reintroducción de la pena de 
muerte. Todo era pura emoción. Nada es más ilustrativo de la futilidad 
penológica de este castigo que el hecho de que cuando estos monstruos 
cometieron sus asesinatos la pena de muerte tenía completa vigencia. 
Es cierto que la posibilidad de sufrirla no intimidó a estos sujetos. ¿Qué 
vale una pena que intimide a los buenos, mientras los malos la pasan 
por encima?25 
 
2.2.8.2. Emotividad primaria y la reflexión político y moral 
 
“Ahora bien, el debate sobre la ampliación de la pena de muerte en el 
Perú, ya sea a acusados de violación sexual de niños y niñas, ya sea a 
reos de delito de terrorismo u otros, se compone de varias dimensiones, 
las que muy rara vez son reconocidas por los partidarios de esa decisión. 
Tal discusión tiene, para empezar, un contenido jurídico. En nuestro caso, 
esto se refiere a los compromisos internacionales asumidos 
soberanamente por el Perú los cuales restringen o de hecho proscriben 
                                                           
25 H.H.A. Cooper M.A.LL.B. (s/f) La Pena de Muerte en Inglaterra, Lima, Derecho, PUCP 
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todo regreso a la pena de muerte una vez que ésta ha sido limitada o del 
todo abolida por un Estado. El Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos obliga al Estado peruano a ese respecto, y, por lo demás, esa 
obligación no implica en absoluto, como se señala a veces con 
demagogia, una afectación a nuestra soberanía. Como para el caso de 
los seres humanos, para los Estados no hay, tal vez, mejor índice de una 
soberanía madura —de una real autonomía— que el ser capaz de 
respetar las reglas que uno mismo ha aceptado sin coerción de por medio. 
Quienes a este respecto propugnan cualquier forma de alejamiento de los 
compromisos interamericanos no abogan, en realidad, por la soberanía 
del Perú sino por el sometimiento de los peruanos al arbitrio de los 
gobernantes de turno. 
 
Otra dimensión importante de la cuestión, igualmente descuidada, 
es la que podríamos llamar técnica. Su pregunta central, nunca 
contestada con solvencia por los partidarios de la pena capital, es en qué 
medida ella es realmente eficaz en la protección de las potenciales 
víctimas o en la disuasión del posible delincuente. Una muestra palmaria 
de la improvisación de la propuesta es que, ante esa pregunta, quienes 
proponen la pena de muerte oscilan prontamente del argumento de 
prevención al argumento del castigo. Y, sin embargo, éste, en tanto que 
simple invocación a la emotividad primaria del público, nunca aparece 
apoyado en una reflexión político-moral previa y relativamente sólida. La 
cuestión de la eficacia es crucial porque pone al desnudo un asunto básico 
de la discusión: el problema que enfrentamos no consiste, en realidad, en 
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la insuficiencia de las penas previstas en el ordenamiento jurídico nacional 
sino en las limitaciones y negligencias con que opera nuestro sistema 
judicial. ¿Cómo sostener que las penas de prisión son inútiles 
para castigar ciertos crímenes si no contamos con una experiencia 
institucional sistemática al respecto? Desde esta óptica, más responsable 
que demandar que el Estado sancione con la pena capital sería, en 
realidad, demandar, vía propuestas de reforma judicial serias, que el 
Estado sancione los delitos en cuestión con los instrumentos que ya tiene 
a mano. Hay que añadir que en este punto, como en muchos atinentes a 
la política, la preocupación por la eficacia constituye también parte de un 
problema moral. Es decir, una verdadera preocupación por las víctimas 
pasadas y posibles debería expresarse en un intento técnicamente viable 
de dar solución al problema —aunque ello no halague los sentimientos 
primarios de un sector de la población— y no en el empleo de sus 
desgracias personales para lograr fines políticos”26. 
 
2.3. MARCO CONCEPTUAL 
- Controversia 
- Controversia jurídica 
- Controversia filosófica 
- Pena de muerte 
- delincuencia 
 
                                                           
26Lerner Febres, Salomón.  (2007) Pena de muerte Entre el desatino político y la imposibilidad 
moral. Lima, AEG PUCP. 
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2.4. HIPÓTESIS DE LA INVESTIGACIÓN 
 
2.4.1. Hipótesis general 
 
La propuesta que existe para que se aplique la pena capital como medida en 
afrontar la delincuencia en el País colisiona con los tratados y convenios 
internacionales. Así como  con la propia Constitución Política.  
2.4.2. Hipótesis específica  
Existen fundamentos empíricos, principistas y filosóficos en la 
inconveniencia para aplicar la pena capital, pues, no resulta una medida 
eficaz para contrarrestar  el incremento de la delincuencia en el Perú. 
2.5. VARIABLES E INDICADORES 
 
 Pena de muerte. 
 
 Incremento de la delincuencia. 
 
 Convenios y Tratados Internacionales. 
 
 Constitución Política. 
 
 Principio Filosóficos. 
 
 Principios Jurídicos. 
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CAPÍTULO III 
METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN 
3.1.  MÉTODO DE INVESTIGACIÓN 
 
En el desarrollo de la tesis, se utilizó el método descriptivo-explicativo, y en 
consideración a su propia naturaleza, el método de análisis es el 
argumentativo. Estos métodos son los más adecuados al tipo de 
investigación jurídica. 
 
3.2. DISEÑO  
 
Asimismo, aplicamos el diseño cualitativo en el análisis y la exposición de los    
resultados. 
3.3. TÉCNICAS DE INVESTIGACIÓN 
 
Por las particularidades del derecho, las técnicas propias en el diseño de la    
investigación propuesta son la documental, análisis de casos en los que se 
aplicó la pena en su máxima expresión. 
3.4.  FUENTES INVESTIGATIVAS 
 
Fuentes informativas de carácter empírico se remiten al análisis de los casos 
en los que se aplicó la pena capital. Las fuentes secundarias, estarán 
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constituidas por toda la doctrina jurídica, las normas penales que tratan sobre 
la pena de muerte. 
3.5.  ÁMBITO 
 
  El ámbito de la investigación abarca el contexto nacional. 
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CAPÍTULO IV 
RESULTADOS Y ANÁLISIS 
4.1. LA PENA DE MUERTE EN EL DERECHO PERUANO 
4.1.1. La pena capital en las diversas cartas políticas 
En la historia del Perú y en la época Republicana, la doctrina ha tratado 
en forma incoherente, de una postura a otra. El abolicionismo y el anti 
abolicionismo han sido legislados  y  derogados a través de nuestras 
constituciones, códigos y proyectos. La mayoría de nuestras 
constituciones, códigos penales y proyectos han estado basados en 
ideas religiosas, políticas, sociales, son de tendencia abolicionista. Las 
ideas liberales se caracterizaron por la profunda preocupación por 
principios tales como: La libertad del hombre, personalidad y 
democracia. Y en el aspecto social, por la búsqueda de la sociedad ideal, 
donde los distingos no estén sujetos a status socio- económicos, o de 
privilegios. 
La primera Constitución del año 1823 está inspirada en los más 
puros y clásicos principios de la democracia individual y del liberalismo. 
Esta Constitución, más que liberal es ultra liberal, consecuentemente 
abolicionista. Por eso la pena de muerte se limitaba notablemente. Esta 
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Constitución reflejó  un momento liberal  posterior al de Europa, ya que 
la independencia del Perú, al realizarse todavía en 1821, se vio 
influenciada por el liberalismo, que tuvo su auge en Europa con la 
Revolución Francesa y en los años siguientes. El liberalismo significaba 
obrar con libertad. 
La Constitución de 1826 continúo con esta tendencia liberal, es 
decir abolicionista. La Constitución de 1839 ofrece un cambio notable 
después de las constituciones liberales, viene una constitución de tipo 
conservador. De este modo se buscaba el fortalecimiento político de una 
figura, en este caso del Ejecutivo. Se disminuía eso, si, la capacidad 
política de los ciudadanos, ya que por ejemplo  se exigía más edad para 
ser diputado y senador. Al contar  el  ejecutivo con mayor fuerza, se 
convertía, de cierta manera, casi en un controlador absoluto de las 
libertades ciudadanas. Por eso la pena de muerte se hizo más inflexible 
en cuanto a su aplicación. No solo se restituye, sino que en sus trece 
años de duración, fueron varios los que sufrieron, basta recordar a 
Salaverry, injustamente fusilado en Arequipa. 
En los debates del año 1856, se pusieron en discusión los 
fundamentos Religiosos, queriendo, tal vez, borrar la mala impresión que 
causó la Constitución de Huancayo, pasándose más condescendiente  
como  si  hubiese  un  cierto  arremetimiento. Portillo manifiesta que la 
usurpación de la pena de muerte en casos políticos era necesaria, 
recordando, quizás, el triste espectáculo del ensañamiento contra 
Salaverry. Así, otros ganaron terreno en la posición abolicionista, y la 
Constitución de 1856 es nuevamente abolicionista, no solo en el orden 
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político, sino también en el social y económico; es ultraliberal. 
La Constitución de 1860 abarcó sesenta años de vida 
Republicana, o sea casi la mitad de la vida independiente. Esos sesenta 
años fueron de hondo significado dentro del Derecho, o sea en cuanto a 
la facultad de hacer o exigir todo lo establecido en nuestro favor por la 
ley o la autoridad. Significó el restablecimiento de la pena de muerte, que 
solo estuvo limitada por la constitución de 1867 y el Estatuto de Piérola 
de1880. La Constitución de 1867, durante el gobierno de Manuel Ignacio 
Prado, contó con una serie de fundamentos de tipo abolicionista. 
Llegando a dar una Constitución apoyada en el respeto de la dignidad 
humana y las leyes. Este abolicionismo en el año 1867 es comprensible, 
pues primaban las tendencias humanistas del romanticismo literario de 
ciertas figuras en Europa, en base al respeto de la persona humana y de 
los ciudadanos. 
En 1879, Piérola da un Estatuto Provisorio que trata en lo posible 
romper con la dictadura anterior, se basa en un fundamento 
antiabolicinista. Don Nicolás de Piérola, al asumir el gobierno de la 
nación, el 21 de diciembre de1870 implantando  la  dictadura  dijo:  
Situaciones  como  la  de  traición  a  la patria, cobardía. Insubordinación 
militar, defraudación de bienes públicos, homicidio premeditado, 
merecían la pena de muerte. El 18 de enero de 1920 se promulga la 
nueva Constitución, el flamante Régimen fue bautizado con el nombre 
de “patria nueva” y se convocó inmediatamente a la realización de un 
plebiscito para reformarla Constitución de 1860 y llamar a elecciones 
para reformar el nuevo Congreso. La asamblea nacional entra a discutir 
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y aprobar las reformas constitucionales. En cuanto a la pena de muerte, 
se mantenía  el anti - abolicionismo. 
Pero este gobierno coincidió con la aparición de otras dictaduras 
en América. Era el momento de la decadencia de los gobiernos 
democráticos que ocurrió al término de la primera guerra mundial y la 
implantación consecuentemente, de los gobiernos fuertes o de las 
dictaduras organizadas. Se reimplantó la pena de muerte. 
La Constitución de 1933, era de posición abolicionista. No 
obstante aceptar la pena de muerte tiene una actitud caracterizada por 
la búsqueda de atenuantes en la aplicación de ésta. Ocupa pues una 
posición intermedia: Por un lado tiene el deseo de proteger a la 
sociedad, y por otro, el de dar mayores facilidades al que delinque, se 
podría decir que era liberal. 
La Constitución de 1979, en su Artículo 235 señala: “No hay pena 
de muerte, salvo por traición a la patria en caso de guerra exterior”27. En 
la comisión principal se pronunciaron discursos patéticos contra la pena 
de muerte y otros sosteniéndola. Pero lo más importante y también 
dramático ha sido en el mismo hemiciclo presentado el  artículo,   leído 
por el relator, se produjeron dos pedidos casi simultáneos, uno porque la 
votación fuese casi nominal y, otro porque siendo nominal se dividiera al 
artículo en dos partes.  
Ha de ser importante establecer cuáles son estas limitaciones. 
Son en buena cuenta tres:1) Solo destina la pena por felonía; 2) Esta 
                                                           
27 http://www4.congreso.gob.pe/grupo_parlamentario/aprista/const30.htm 
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traición para que sea sentenciada con la muerte debe producirse en caso 
de guerra exterior, es decir guerra con una potencia o nación extranjera. 
En una guerra civil queda constitucionalmente abolida. En los casos de 
crimines o asesinatos calificados también queda abolida. En el seno del 
hemiciclo hubo un liado de constituyente que dijo que la iglesia católica 
no acepta dicha pena  y respeta la existencia de otro ser. La respuesta 
fue inmediata: Santo Tomas admite la pena de muerte, podríamos decir 
además que el padre Juan de Mariana  también la prescribe. 
Hay con seguridad una tendencia social avanzada. Esta no necesita 
discursos, no necesita fundarse en proclamas ni en citas de autores 
espeluznantemente temidos. Es un hecho que en la constitución el 
hombre se está abriendo paso como la persona central de la historia y 
no en vano el primer título de esta, trata de los derechos y deberes 
fundamentales de la persona. No en vano el artículo primero menciona  
que “La persona humana  es el fin supremo  de la  sociedad y del estado. 
Todos tienen la obligación de respetarla y protegerla”. No hay Estado sin 
ser humano organizado en sociedad y por tanto es el ser humano el que 
tiene que figurar en primer lugar. 
 
4.1.2. Pena capital en la carta de 1993 y los  instrumentos internacionales 
Como ya se tiene indicado, que la CADH tiene señalado lo siguiente: 
 “Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho 
estará protegido por la ley y, en general, a partir del momento de la 
concepción. Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente: 
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a) En los países que no han abolido la pena de muerte, esta solo 
podría imponerse en los delitos más graves, en cumplimiento de 
sentencia ejecutoriada del tribunal competente y de conformidad con 
una ley que establezca tal pena, dictada con anterioridad a la comisión 
del delito. Tampoco se extenderá su  aplicación a delitos a los cuales 
no se aplique actualmente. 
b) No se Establecerá la pena de muerte por delitos políticos ni 
comunes conexos con los políticos. 
c) No se impondrá la pena de muerte a personas que, en el 
momento de la comisión del delito, tuvieren menos de dieciocho años 
de edad y más de setenta, ni se le aplicará a las mujeres en estado de 
gravidez. 
d) Toda persona condenada a muerte tiene derecho a solicitarla 
amnistía, el indulto o la conmutación de la pena, los cuales podrán ser 
concedidos en todos los casos. No se puede aplicar la pena de muerte 
mientras la solicitud este pendiente de decisión ante autoridad 
competente”. 
La CIDH, en su informe anual de 1993 de Perú, rotuló “los tratados 
de los que el Perú es Parte Obligada”, no concuerda con el artículo 4 
de la Convención, siendo, “aún más grave si se tiene en cuenta que 
numerosos casos de terrorismo y de traición a la patria se resuelven 
mediante juicios sumarios, y por esta razón existe la posibilidad de 
que se cometan errores judiciales irreparables y se prive del derecho 
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a la vida a personas inocentes”28. 
La CIDH, discurrió  “es explicable que a la  mayoría de los 
miembros del Congreso Constituyente  Democrático,  como respuesta 
emocional a la violencia y terror que en la actualidad afecta  a  la 
sociedad peruana, les parezca justificada  la aplicación de la pena de 
muerte, en los casos de terrorismo es discutible su eficacia como 
medio disuasivo para terminar el terrorismo”29 
La Corte IDH, al pronunciarse, señalo que “la promulgación de 
una   ley manifiestamente contraria a las obligaciones asumidas  por 
un Estado al ratificarse o adherirse a la Convención constituye una 
violación de esta   y que el evento   que esa violación  afecte derechos   
y libertades protegidas respecto a individuos determinados, 
genera responsabilidad internacional para el Estado”. 
Así mismo, especificó “implícitamente a referirse a la 
interpretación de los artículos 1 y 2 de la Convención Americana, que 
establece el compromiso de los Estados de respetar los derechos y 
libertades fundamentales reconocidos en ellos y a garantizar su libre 
y pleno ejercicio a toda persona sometida a su jurisdicción y a adoptar, 
en su caso, las medidas legislativas o de otro carácter para hacer 
efectivo tales derechos y libertades” .Sobre este postrero dijo: “Si se 
ha contraído la obligación de adoptar las medidas aludidas, con mayor 
razón lo está, la de no adoptar aquellas que contradigan el objeto y fin 
                                                           
28 CIDH. Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Secretaria 
General. OEA. Washington D.C.,1994.P.543 
29. CANDADO TRINDADE, Antonio. Excepciones preliminares. En “Caso Castillo Petruzzi y 
otros”. 
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de la convención” , siendo “una de las muchas  formas como un 
Estado puede violar un tratado internacional”. 
“La  Convención  prohíbe   absolutamente  la  extensión   de la 
pena de muerte y que, en consecuencia, no puede el gobierno de un 
Estado parte aplicar la pena de muerte a delitos para los cuales no 
estaba contemplada anteriormente en su legislación interna”30. 
Con  fundamento en  la  opinión  consultiva,  la Comisión 
Interamericana en su Informe proporcionada al año 1996, exhortó al 
Estado peruano varíe el artículo 140 de la Constitución de 1993 para 
ajustar con lo instituido en el artículo 4 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos31 . 
  
                                                           
30 Ibíd. 
31 Ibid. 
  
CONCLUSIONES 
 
Primera: Todo análisis sobre la pena capital debe efectuarse con un 
contenido sistémico, no aislado uno del otro. Distintos países del 
mundo rechazan la referida pena, por considerar cruel e 
inhumana; en el otro lado de la orilla, la aceptan y la practican por 
consideraciones, que no corresponden a la época. 
Segunda: Elegir la pena capital simboliza no estar de conformidad con 
esencia de la dignidad humana. Es la manifestación del poder en 
las primeras etapas de la evolución de las comunidades tribales; 
incoherente con la racionalidad y la misma libertad.  
Tercera: El artículo 140 de la Carta Magna resulta incompatible con la 
misma,  en donde la política criminal deber der rehabilitadora, 
resocializadora y demás. 
Cuarta: La no adecuación del artículo 140 a la CADH es una trampa que 
el Estado peruano perpetúe en abierta rebeldía frente al Sistema 
Interamericano y Protección de los Derechos Humanos, 
quebrantando el principio pacta sunt Servanda y de buena fe. 
Quinta:  Las propuestas del Populismo Punitivo en el Perú, no surgen de 
una  meditación  político-moral  precedente  y  congruentemente 
compacta.  Surge  por el interés de los candidatos a cargos 
públicos o por politiqueros en el poder para obtener réditos. 
Sexta: La pena c a p i t a l  es un régimen opuesto en el combate al delito 
en el mundo actual y por ello se han adoptado posturas 
abolicionistas, tanto en la legislación, como en la práctica. 
  
Séptima: Rescatar los esfuerzos del Estado por dotarse en los últimos años 
de políticas integrales en materia de incremento de la criminalidad 
y seguridad ciudadana, mediante la regulación de los tipos 
penales, la adecuación de las sentencias, la aprobación de las 
leyes especiales para el crimen organizado y el lavado de activos 
y el desarrollo de políticas de inteligencia. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
  
RECOMENDACIONES 
 
Primera: El Perú debe mantenerse dentro de las tendencias abolicionistas 
sobre la aplicación de la pena de muerte, pues lo contrario sería 
salirse del marco jurídico internacional al cual se ha adherido el 
Estado peruano. 
Segunda: En el Perú se debe guardar mayor coherencia entre lo prescrito en 
el artículo 140 de la Constitución y el artículo 139 dela misma, en 
las consideraciones sobre los fines del sistema penitenciario.  
Tercera: Se debe prohibir a los políticos y programas del sistema de 
comunicaciones del país incorporen en sus mensajes la propuesta 
o las insinuaciones de aplicar la pena de muerte en el Perú; por 
cuanto deviene en demagógico y populista y por ser contrario al 
sistema interamericano de los derechos humanos y el sistema 
internacional de los mismos. 
Cuarta: Se debe desarrollar en el conjunto del sistema educativo nacional 
y la sociedad peruana en general la cultura del derecho a la vida 
y no de la muerte. 
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ANEXOS 
 
 ASPECTOS NEGATIVOS Y POSITIVOS DE LA PENA DE MUERTE 
 
Hemos visto que la pena de muerte, desde inicios de la existencia de las 
primeras sociedades, es una realidad y continúa en el mundo de nuestros 
días. Sin embargo, para que sea una realidad hace falta que haya unas 
ideas que la sustenten o la contradigan aboliéndola. A que vamos a 
exponer cuales han sido hasta nuestros días esas ideas, por un lado que 
la mantiene, y, por otro, las que sostienen su total abolición.  
 
ASPECTOS NEGATIVOS DE LA PENA DE MUERTE 
 
Para hacer más comprensible este anexo enumeramos las diferentes 
ideas: 
1) Razón de Justicia: Esta idea se sustenta por un lado, por 
consideraciones religiosas, cuya máxima expresión se encuentra 
en el antiguo testamento, como puede ser la Ley de Talión “vida 
por vida, ojo por ojo, diente por diente”; también cabe destacar 
desde fundamentaciones religiosas, que las penas deben tener 
como base la expiación. En definitiva, el castigo supremo 
siempre ha estado presente en la sociedad. Por otro lado, se 
fundamenta en las teorías absolutas de la pena, cuya máxima 
era la pena justa (punitor quia peccatum) etc.”. Estas teorías se 
basan en la libertad e igualdad naturales de todos los hombres. 
Por lo tanto, cuando un hombre comete un delito, se ha retribuir 
al autor del delito con una pena equivalente al mal que ha 
ocasionado.
  
2) Utilidad Social: A diferencia de las teorías absolutas, que 
respondían al interrogante de porque castigar, las teorías 
relativas, responden al de para qué castigar. Precisamente, una 
de las respuestas a esta pregunta, da fundamentación a la pena 
de muerte. Concretamente, dentro de las teorías relativas, se 
encuentran las teorías de la prevención general y en concreto de 
la prevención general negativa. Estas, se basan en la idea de 
crear ciertas contra motivaciones en los transgresores 
potenciales. Es decir, dotan a la pena de un carácter disuasorio 
e intimidatorio. Sin duda alguna, si el individuo es racional y hace 
un balance sobre las ventajas y desventajas de cometer un 
crimen, la pena de muerte, evitaría  que el crimen tuviera 
beneficio alguno. Sin embargo, como veremos más adelante en 
las argumentaciones en contra, esto no ha sido demostrado. 
3) Ejercicio de Legítima Defensa: Esta argumentación se 
basa en la idea de que el sujeto, víctima del delito, no ha podido 
ejercer su derecho a la legítima defensa, y por lo tanto, es la 
sociedad que debe llevarlo a cabo. La pena de muerte, sería 
pues, un asesinato en legítima defensa. Esta idea se resume 
bien con la cuestión planteada por Jacques Legare en un 
ejemplo de disertación filosófica sobre la pena de muerte: “En 
plus, si nous acceptons la legitime defense qui nous excuse de 
tuer agresseur, pourquoi refuserions-nous le meme droitau 
tribunal qui represente la societe entiere?”. 
4) Miedo a la Fuga o a la Reincidencia: este sentimiento de pánico y 
  
temor conlleva, apoyar la pena de muerte, puesto que si el sujeto 
delincuente consiguiera escapar del control penitenciario, podría 
cometer los mismos delitos. Este tipo de argumentación fue utilizada 
por las teorías positivistas, especialmente por Lombroso. Cabe 
recordar que la tipología de delincuentes de este autor, introdujo la 
del delincuente nato, el cual padecía de algún tipo de patología. Ello 
suponía que no era posible la resocialización de dicho delincuente, 
y por lo tanto, la única política criminal viable era la eliminación del 
sujeto. 
5) No existe riesgo de sentenciar a un inocente: La existencia de 
garantías jurídicas, tales como las apelaciones, la revisión 
obligatoria de la sentencia de muerte, etc., impide que solo se 
condene a los culpables reales de los hechos delictivos. No 
existe pues, riesgo de errores. 
6) Costes Económicos: Los partidarios de la pena de muerte 
sostienen que la pena de muerte es, en términos económicos, 
más rentable, que las alternativas que se presentan en dicha 
sanción. 
1. ASPECTOS POSITIVOS DE LA PENA DE MUERTE 
 
Con respeto a las posturas abolicionistas, enumeramos las diferentes 
ideas. Además, podemos ver que la mayoría de las argumentaciones, 
son las réplicas  a las anteriores. 
1) Razón de Justicia: Recordemos antes, había dos fundamentaciones 
a esta argumentación. Por un lado, desde el punto de vista 
Religioso, si bien es cierto que en el antiguo testamento se 
  
profesaban ideas tales como la ley de Talión, como apunta Albert 
Camus: “Se trata de un sentimiento, particularmente violento, no de 
un principio. El Talión pertenece al orden de la naturaleza y del 
instinto (…) si el crimen pertenece a la naturaleza humana, la ley no 
pretende intimidar o reproducir tal naturaleza. Está hecha para 
corregirla.”, por otro lado cabe confrontar otras consideraciones 
dogmáticas religiosas, como el amor al prójimo, el perdón, entre 
otras. Sin embargo, dichas consideraciones dogmáticas religiosas, 
no son suficientes para esclarecer la cuestión de la pena de muerte. 
Sería necesario acudir a los datos que nos proporcionan las 
ciencias sociales (criminología, sociología, psicología, etc.). 
2) Utilidad Social: No está demostrado, que la pena cumpla una 
función de prevención general negativa, de intimidación a los 
potenciales infractores. Prueba de ella, es que si fuera así, ya no 
existirían delitos. Si el delito es un acto racional, en el que el 
delincuente evalúa los costes y beneficios. El sujeto delincuente 
espera o bien que no lo descubran, o bien, salir mejor parado del 
proceso judicial. 
3) Legítima Defensa. Si la víctima pudiera expresarse no pidiera su 
venganza, sino el perdón. 
4) Irreversibilidad de la pena de muerte respecto del error judicial. Hay 
riesgo de condenar a un inocente. Pero con la agravante, que en el 
caso de la pena de muerte no se puede compensar al sujeto por el 
error. 
5) Costes Económicos. No sólo computar el coste de la misma 
  
ejecución, sino el coste de todo el proceso judicial y los costes 
sociales de la sentencia. 
6) Discriminación de la pena de muerte. Los Tribunales ejercen una 
selección entre los autores de los delitos, ya sea por motivos 
económicos o étnico-sociales. 
7) Existencia de dictaduras y terrorismo. El Derecho se convierte en el 
instrumento directo del poder, para mantener y protegerlo. La 
autonomía del Derecho es sustituida por la interpretación ideológica 
y política. Sirve para erradicar a los adversarios políticos, e 
impedirla proliferación de la pluralidad política. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
